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SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	10:30 a.m.

	Imputado: 
	Germán David Zuluaga Giraldo

	Cédula de ciudadanía No:
	1.093.217.454 de Santa Rosa de Cabal (Rda.)

	Delito:
	Tráfico de Estupefacientes

	Procedencia:
	Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal (Rda.) con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la defensa y la fiscalía contra el fallo de condena proferido el pasado tres (3) de junio de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se extrae de la actuación, que el día diez (10) de mayo de 2008, en vía principal de la carrilera del barrio Belén del municipio de Santa Rosa de Cabal (Rda.), fue aprehendido el señor GERMÁN DAVID ZULUAGA GIRALDO, cuando llevaba consigo sustancia que produce dependencia, en cantidad de 449.9 gramos que dio resultado positivo para marihuana.
1.2.- A consecuencia de lo anterior, la Fiscalía hizo la correspondiente imputación ante el Juzgado Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal con funciones de Control de Garantías, por el delito de Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes al tenor de lo contenido en el artículo 376 del Código Penal; cargo que fue ACEPTADO por el indiciado. 

1.3.- Ante esa aceptación, la jueza de conocimiento llevó a cabo la audiencia de individualización de pena y sentencia que culminó con un fallo de condena, por medio del cual se le declaró penalmente responsable al acusado en consonancia con la imputación, se le impuso como sanción principal la pena de treinta y ocho (38) meses, doce (12) días de prisión, y multa de 1.6 s.m.l.m.v. que equivalen a $738.400; lo mismo que la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por igual término, sin derecho al subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena por no darse el requisito objetivo que establece el artículo 63 del Código Penal.

1.4.- La defensa y el fiscal se mostraron inconformes con esa determinación y la apelaron, motivo por el cual la titular del despacho concedió el recurso en el efecto suspensivo y dispuso la remisión ante esta colegiatura de los registros a efectos de desatar la alzada.

2.- El Debate

2.1.- Defensor -recurrente-

Asegura no estar de acuerdo con la dosificación punitiva y con la consiguiente negación del subrogado de la condena de ejecución condicional, por lo siguiente:

- Su defendido fue capturado en flagrancia y a consecuencia de ello aceptó libre y voluntariamente los cargos en el instante de la audiencia de imputación.
- El cargo formulado por la fiscalía y admitido por el enjuiciado, no fue otro diferente al de “portar” sustancia estupefaciente, sin que por parte alguna se le haya atribuido otra clase de comportamiento al margen de la ley. No se le impuso medida de aseguramiento porque el ente acusador no la solicitó para su procurado.

- Cuando se esperaba por tales circunstancias que la jueza de conocimiento le iba a reconocer el 50% de rebaja de la pena, tan solo le otorgó un 40% y eso perjudicó gravemente a su representado porque él cumple con el aspecto subjetivo al cual se refiere el artículo 63 del Código Penal. 

- Si bien la ley expresa que es el juez a quien corresponde ponderar ese descuento, es una facultad discrecional que no puede ser arbitraria, dado que era muy importante tener en consideración para este caso que se trata de un consumidor y no de un expendedor. Se aplica aquí un peligrosismo puro, dado que el consumo de estupefacientes es cosa rutinaria en nuestro medio e imponer una sanción penal en estas circunstancias es mera represión sin la posibilidad de lograr ninguna rehabilitación. El Estado ha sido fuerte con el débil y suave con los grandes capos que dominan esta cadena de drogadicción.
- La falladora no hizo una ponderación, no motivó adecuadamente, sólo llega a esa conclusión, sin más. Fue algo muy subjetivo, muy personal. Debió conceder una mayor retribución por los datos favorables que reposan en esta actuación.
- Se resaltó en el fallo el factor cantidad, pero no se tuvo en cuenta que la conducta fue violatoria del verbo “llevar consigo” y no de “expendio”, como ya lo explicó; con lo cual, se pasó por alto que GERMÁN ZULUAGA es un “consumidor habitual” de muchos años.

- De abrigarse la posibilidad de otorgar un más proporcionado descuento por el acogimiento al cargo, depreca del Tribunal la concesión del subrogado en atención a las condiciones personales de su prohijado, en cuanto sería un despropósito enviar a la cárcel a una persona que delinque por primera vez y que es un enfermo por su adicción a los tóxicos.

2.2.- Fiscal -recurrente-

Comenzó su intervención anunciando que desistía del recurso y por tal motivo le fue aceptado el desistimiento y se le dio el uso de palabra como parte no recurrente.

Hace constar, que la razón de su desistimiento no es por estar en oposición a los planteamientos del defensor y de acuerdo con el fallo, sino para evitar que por alguna circunstancia se llegare a hacer más gravosa la condición del procesado al dejar de ser apelante único.

Pasa en consecuencia a sustentar su posición en los siguientes términos:

- Dadas las condiciones singulares del caso, acolita los planteamientos de la defensa en el sentido de ser justa la concesión de un mayor descuento de pena. 

- La imputación se hizo por el verbo rector “llevar consigo”, cargo que aceptó. Es verdad que la cantidad incautada fue importante, pero no constituye por sí mismo un elemento de juicio para atribuir la venta, o sea que estamos ante un verbo rector inferior en jerarquía.
- La señora Juez, a pesar de partir del mínimo de la pena, sólo concedió un descuento del 40% por el allanamiento a los cargos bajo el argumento de haber sido aprehendido en flagrancia, situación que generó la negativa del subrogado por expresa prohibición legal.

- Para ello, el despacho de conocimiento dio aplicación a un fallo de la Corte Suprema del 27 de junio de 2006, por medio del cual el órgano de cierre consideró que ese estado de flagrancia ameritaba una reflexión especial de los jueces, pero a su modo de ver la alta Corporación nunca dijo que estaba prohibido en esos eventos negar la máxima rebaja, sino más bien, que debía hacerse una especial ponderación racional en cada caso concreto, que es diferente. Lo dicho, atendiendo el mayor o menor desgaste de la judicatura, pues téngase en cuenta que la captura en flagrancia no lleva aparejada necesariamente una condena, la práctica nos demuestra algo diferente.

- Así no sea el 50%, considera que fue muy precario el descuento de un 40%, por cuanto según precedentes de este mismo Tribunal, el asunto amerita un estudio con respecto a la gradualidad del procedimiento y a ese efecto la audiencia de imputación y la preparatoria marcan hitos importantes para la valoración.

- En esos términos, el problema no es de arbitrariedad en la funcionaria, sino de un equivocado entendimiento matemático de su parte, dado que la norma nos habla de una tercera parte y la juez hace el análisis en porcentaje. Si tenemos en cuenta que el allanamiento se produjo en el primer acto procesal, entonces la línea numérica nos indica que un 40% es un punto medio que no está acorde con la referida gradualidad del instituto. En esos términos la funcionaria estaba en el deber de hacer una mejor motivación a efectos de conceder tan poco porcentaje.
- Si el imputado hubiera aceptado los cargos en la acusación o luego, entonces no tendría derecho a esa mitad y quizá ese punto medio sería justo, pero ese no es el caso que aquí nos convoca. Con mayor razón cuando en otras situaciones similares se ha concedido incluso el 50% de descuento.

- Solicita de este Tribunal dar aplicación a los moduladores de la actividad judicial para subsanar el yerro. 

3.- La Decisión

Debe dejar sentado desde ahora la Sala, que la actuación en contra de GERMÁN DAVID ZULUAGA GIRALDO ha observado el debido proceso y que los presupuestos establecidos en el artículo 381 de la Ley 906 de 2004 se reúnen a cabalidad, razón por la cual se imponía para el juzgado la decisión sancionatoria.

El imputado se acogió a los cargos formulados y por tal razón al trámite se le imprimió la ritualidad abreviada, circunstancia que da lugar a la no controversia acerca de la prueba que acredita la materialidad de la infracción y la responsabilidad del justiciable. El inconformismo se hace consistir única y exclusivamente en la dosimetría penal y en la subsiguiente negación del subrogado por el factor objetivo.

Sucedió, que al momento de estimar el porcentaje a reducir por el allanamiento unilateral a los cargos, la jueza de la causa dio a conocer su apreciación subjetiva en el sentido de disminuir la pena en un 40%, para cuyo efecto argumentó que no era factible la concesión del máximo establecido en el dispositivo 351 de la codificación procesal, debido a la flagrancia en que se produjo la aprehensión, situación ligada indefectiblemente al poco desgaste probatorio que una tal condición genera para el ente investigador, quien ve allanado y expedito el camino hacia el proferimiento de condena. 

Con relación a ese específico argumento de la flagrancia, se dirá que en un comienzo del sistema esta Corporación fue del criterio que tal circunstancia no debía ser objeto de estimación para la ponderación del porcentaje, dado que en principio las reglas que orientan la materia llevaban al convencimiento que lo único a tener en consideración era el factor tiempo porque a mayor prontitud en la aceptación menor desgaste del órgano judicial del poder público y viceversa. No obstante, a partir de varios pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia, muy particularmente uno de fecha veintiuno (21) de febrero de 2007, radicación 25.726, M.P. Marina Pulido de Barón, se dio lugar a un replanteamiento del tema y la Sala acogió como de mayor peso argumentativo la tesis de la incidencia de la flagrancia en orden a degradar el porcentaje por acogimiento. El motivo para ello, radicó básicamente en que en realidad de verdad no era justo ni equitativo, que entre dos imputados, uno de ellos capturado en esa comprometedora circunstancia y el otro no, ambos tuvieran igual trato punitivo por parte del Estado en caso de admisión de responsabilidad.

A esa conclusión se llega, porque si bien es cierto como lo dice el delegado Fiscal, que no necesariamente una captura en flagrancia es sinónimo de condena, lo cual es absolutamente lógico porque si así fuera bastaría la aprehensión como fuente de un fallo de esa naturaleza, lo cual desconocería elementales garantías probatorias entre ellas aquélla que establece desde antaño que incluso las confesiones judiciales deben ser objeto de comprobación, de todas formas no se puede negar que un sorprendimiento en flagrancia es situación que compromete y representa un plus en el camino a desvirtuar el principio de inocencia. 

Precisamente por eso en el precedente jurisprudencial ya referido se dice:

“[…] es razonable concluir que corresponde al fallador determinar la proporción en la cual rebajará la pena. En tal labor, es de su resorte tener en cuenta, como ya lo ha precisado la Sala, las circunstancias posdelictuales que guarden relación con la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia en punto de la economía procesal, la celeridad y la oportunidad, tales como: la significativa economía en la actividad estatal orientada a demostrar la materialidad del delito y la responsabilidad del procesado, la importancia de la ayuda en punto de la dificultad de acreditación probatoria, la colaboración en el descubrimiento de otros partícipes o delitos, o diversos factores análogos, sin ponderar los criterios definidos por el legislador en el artículo 61 de la Ley 599 de 2000 para individualizar la pena, pues para tal momento ya fueron apreciados al establecer la sanción a la cual se aplicará la rebaja en razón del allanamiento a cargos
”. 

Y más adelante se agrega:

“encuentra la Sala que, de una parte, acertó el a quo al no otorgar el máximo de rebaja punitiva, esto es, de la mitad de la pena imponible, pues es claro que si la captura de XXX se produjo en flagrancia, tal situación no demandaba de la administración de justicia un especial desgaste en su actividad investigativa y de juzgamiento, dado que con la aprehensión en dicha circunstancia se consiguió acreditar en gran medida tanto la materialidad del delito, como la responsabilidad penal del procesado, motivo por el cual, asistía a la Fiscalía una alta probabilidad de éxito en el evento de que el asunto hubiese llegado a juicio. Y, de otra, que también acertó el funcionario de primer grado al tasar la rebaja de pena en un quantum no inferior al cuarenta por ciento (40%), pues además de la captura en flagrancia, también era oportuno tener en cuenta que XXX en su primera intervención judicial aceptó de manera libre, voluntaria, espontánea y debidamente asistida los cargos que le formuló la Fiscalía durante la audiencia de imputación, lo cual se tradujo en un ahorro y economía en cuanto comporta la actividad investigativa, amén de la prescindencia del juicio, con la correspondiente definición celera del asunto”.

Nótese que en el caso analizado por la Corte, se avaló la reducción en apenas un 40% no obstante surtirse el allanamiento en la primera salida procesal del justiciable, así que, no parece tener el alto Tribunal ningún resquemor en orden a avalar un porcentaje de ese monto por exiguo que parezca. 

Como lo ha expresado esta Sala en otras situaciones similares, se ha conservado la línea de pensamiento según la cual, se debe respetar el juicio de apreciación o arbitrio judicial por tratarse de una ponderación subjetiva del fallador, salvo que existan excesos o deficiencias fácilmente detectables que afecten los principios de razonabilidad o proporcionalidad, caso en el cual debe procederse a la corrección respectiva, con el fin de preservar las garantías procesales. 

Y con respecto a ese juicio de ponderación y proporcionalidad, se indicó a nivel constitucional lo siguiente:

“Mediante el llamado juicio de proporcionalidad, se estudia si los mecanismos y la restricción que se propone son adecuados para lograr el fin que se quiere alcanzar; si es necesaria la restricción porque no existen otros medios menos onerosos en términos de ponderación de principios constitucionales para alcanzar el fin perseguido y, si es “proporcionada estricto sensu”, lo que se refiere a que no se sacrifiquen valores y principios de un mayor peso constitucional que los que se pretende proteger. En otras palabras, lo que se busca es que la medida sea válida y realice objetivos constitucionalmente claros y fundamentales, que ponderados, legitimen la injerencia en un determinado derecho”

De lo expresado por la señora Juez de instancia no se aprecia nada extraño por encontrarse ajustado a los parámetros de la lógica; sin embargo, lo que preocupa a esta colegiatura, en este instante, no es la existencia de un razonamiento equivocado en la fundamentación para no acceder al máximo descuento autorizado por la norma, sino más bien, la información que se ha puesto de presente a la Corporación en el sentido de otorgarse en casos de similar envergadura un descuento superior, es decir, una potencial infracción a la garantía superior de la igualdad material.

Y esa preocupación de la Sala tiene fundamento, porque hay que recordar que los Jueces de la República tanto colegiados como unipersonales, estamos obligados a preservar el precedente horizontal, es decir, que no sólo en el ejercicio de la labor se deben atender los precedentes emitidos por el superior funcional, sino también las propias decisiones anteriores, porque todo ese conjunto conforma la garantía de seguridad jurídica que requieren los destinatarios de la administración de justicia. En ese sentido el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional sentenció:

“El precedente horizontal […] hace referencia al deber de las autoridades judiciales de ser consistentes con las decisiones por ellas mismas adoptadas, de manera que casos con supuestos fácticos similares sean resueltos bajo las mismas fórmulas de juicio, a menos que expongan razones suficientes para decidir en sentido contrario.

Ello deriva no solo de elementales consideraciones de seguridad jurídica –pues las decisiones de los jueces deben ser razonablemente previsibles- sino también del respeto al principio de igualdad, puesto que no es justo que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo juez.”

Para el Tribunal entonces, existe una exigencia ética en el principio de confianza en las providencias judiciales, que impone abordar el tema desde el punto de vista que ya se tiene decantado, salvo que la situación concreta obligue a replantear el precedente para adoptar un rumbo diferente, caso en el cual es deber anunciarlo así expresamente.

En tal sentido, no vemos con buenos ojos que se asegure, como parece ser real, que en unos procesos de similar estirpe se esté tasando un porcentaje del 45% en tanto en otros, como el presente, únicamente se conceda el 40%, todo ello bajo igual argumentación del estado de flagrancia sin ningún otro aditamento motivacional. 

La situación se torna más compleja aún, cuando se sabe que precisamente a raíz de esa diferencia numérica está en juego la libertad del acusado, porque recordemos que la negativa del subrogado tuvo su razón de ser en el factor objetivo en cuanto la pena impuesta era superior a los 36 meses y por esa vía no hubo lugar al análisis del factor subjetivo del que trata igualmente el artículo 63 del Código Penal. 

Sin que por supuesto la corporación deje sentada como premisa que siempre que haya flagrancia lo a conceder por los jueces debe ser necesariamente un monto fijo del 45%, porque una posición de esa envergadura desnaturalizaría la esencia discrecional que contiene el precepto y equivaldría a anticipar el desconocimiento de otras potenciales consideraciones de los jueces perfectamente válidas para cada caso en concreto, es lo cierto que en el asunto que nos convoca y básicamente en atención a las especiales circunstancias de orden comparativo que se anuncian, nos vemos en el deber de adoptar una determinación acorde con la petición que formula la defensa secundada por la agencia fiscal, en el sentido de conceder un 45% de rebaja por el allanamiento a los cargos en la persona de GERMÁN ZULUAGA, de tal manera que las penas principales serán 35 meses y 6 días de prisión, así como multa de $ 673.790.oo a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes. La sanción accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena principal privativa de la libertad. 
Al ser ello así, surge la necesidad de estudiar la viabilidad del subrogado penal por el factor subjetivo, dado que la pena obtenida es inferior a los tres (3) años, y a ello procedemos:

El argumento traído a colación para controvertir la negativa del subrogado, se refiere principalmente a la no atribución del expendio, al hecho de tratarse de un delincuente primario por ausencia de antecedentes penales y ser una persona trabajadora que se vio avocada a adquirir la sustancia para saciar su personal adicción.

En cuanto a lo primero, el no expendio, es un criterio sano y atendible jurídicamente, habida consideración a que no es igual el consumo que la venta, pues en el primero existe autolesión, en el segundo un atentado directo a la salubridad colectiva; pero debe tenerse presente sin embargo que en los delitos de peligro abstracto y este lo es, tanto la lesión directa como la lesión indirecta o potencial, son formas válidas de entender afectado el bien jurídicamente protegido; en consecuencia, hay lugar a analizar en cada caso específico ese grado de lesividad que posee la conducta.

Valga decir en igual dirección, que los hechos del mundo exterior en los cuales se puede ver envuelto un ciudadano y que tienen consecuencias penales, por lo mismo públicas, no pueden ser analizados y juzgados en forma aislada, desprendidos del contexto social hacia el cual trascienden. 

Pensar que una sanción a un consumidor que tiene consigo una cantidad que supera la dosis personal es exagerado, puede tener sentido si se aprecia desde un punto de vista personal -adicto urgido de asistencia-; pero adquiere otras connotaciones si se le somete a un análisis de conjunto en las relaciones interpersonales, pues ya no será el caso aislado de ese individuo sino la actividad coordinada de múltiples personas que están en igualdad de circunstancias y en lo cual indispensablemente debe intervenir el Estado.

En una bien lograda explicación doctrinal, el Fiscal de la Adscripción Permanente del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, en España, explicó en artículo titulado La Participación en el delito de Tráfico de Drogas, lo siguiente:

“...estos delitos son de peligro abstracto, de resultado cortado o consumación anticipada al ser suficiente el daño potencial al bien jurídico dado que basta la posesión de la droga con ánimo de tráfico para que el delito se entienda consumado, esta consumación instantánea no impide que el ataque al bien jurídico se prolongue en el tiempo mientras la sustancia estupefaciente permanece en poder del poseedor...”. 

Es comprensible que el Estado busque proteger a la comunidad de conductas que si bien no se han llegado a concretar en un expendio, sí tienen la potencialidad de hacerlo. Se trata de un acto oficial de prevención frente a una realidad aparente, que podría no llegar a coincidir con la realidad real, toda vez que la persona que tiene en su poder una sustancia superior a la permitida, efectivamente podría tenerla con la convicción íntima del consumo personal. El Estado obra por tanto frente a lo que se desprende de lo objetivo, toda vez que lo subjetivo, lo que está en la esfera interna del ser, resulta impenetrable. 

En lo que toca a la jurisprudencia patria, que se tenga noticia, desde el auto de diciembre once (11) de 1990, M.P. Juan Manuel Torres Fresneda, se empezó a sostener que se trataba de una infracción de simple conducta, de peligro, que por lo mismo no requiere la demostración del efectivo menoscabo a la salubridad pública, y por lo regular instantáneo, por cuanto la conducta se agota con la sola realización de la acción. Se puso de presente que la ilicitud se entendía configurada plenamente con la sola realización de uno cualquiera de sus verbos rectores, puesto que: “sin demandar siquiera la norma la presencia de un dolo específico, basta apenas la maliciosa voluntad de cumplir el acto medio que ya se sabe por sí solo contrario a la ley”.
También en sentencia de casación penal del 03-06-1998, Rad. 10422, M.P. Dr. Ricardo Calvete Rangel, la Corte sostuvo la teoría del daño efectivo en los delitos de peligro y en particular aquellos en los que está comprometida la comunidad cuando el bien jurídico tutelado es lo público, para asegurar que era suficiente la demostración del comportamiento típico para configurarse la agresión al bien tutelado con la sola potencialidad del daño.

Similar posición, pero ya en vigencia de la actual codificación penal que contempla la antijuridicidad material EFECTIVA y con respecto a los llamados delitos de peligro, ha asumido la Procuraduría Judicial Delegada ante la Corte Suprema de Justicia, como se observa en concepto emitido el día cuatro (4) de marzo de 2003, en expediente radicado al No 16.392:

“En los llamados tipos de peligro el legislador describe conductas que amenazan o ponen en riesgo de lesión bienes jurídicos de trascendental importancia para la comunidad, en los que el riesgo radica en la potencialidad que tiene la acción de producir a aquellos un menoscabo. Por esta razón es necesario salvaguardarlos desde un momento precedente a su efectiva lesión”.

Nótese entonces que de conformidad con el haber fáctico, es posible advertir en determinados eventos que la posesión de una cantidad de alucinógeno se tiene destinada al tráfico así no esté demostrado un estado de flagrancia en el expendio, lo cual genera la idea de potencial lesión al bien jurídico.
Con ese esquema mental, la Sala ofreció en cierta ocasión algunos parámetros de reflexión alrededor de los cuales se debía tener mayor precaución en la ponderación de ese grado de lesividad y sostuvo que, por ejemplo, deberían ameritar la calificación de grave, a efectos de analizar lo atinente al subrogado, aquellos comportamientos en los cuales, si bien no se atribuía el expendio sino el porte para el consumo: (i) la persona interesada poseía antecedentes penales de similares características -persistencia delictual-; (ii) era posible inferir razonablemente la intención de exceder el propio consumo dada la cantidad excesiva de sustancia incautada; (iii) el delito ha sido cometido con potencial peligro de personas que están al cuidado del sujeto agente; (iv) la calidad del tóxico es de aquellos considerados como de gran poder adictivo y (v) el sorprendido con cantidades considerables acostumbra hacerse presente en sitios de reconocido tráfico de estupefacientes. 
Como vemos, son todas ellas circunstancias que afloran como de mayor grado real o potencial de afectación al bien jurídico y que no deben pasar desapercibidas para el operador jurídico.
Ahora, en cuanto a la denominada dosis de aprovisionamiento, entendida como la cantidad destinada al uso personal por tiempo prolongado, es de suma importancia ser cautos en su apreciación, porque si bien no es posible negar su existencia en todos los casos, también hay lugar a reconocer que bajo su amparo se ha pretendido la indebida sumatoria de dosis mínimas. 

Un simple análisis de política criminal enseña, que es al ente acusador a quien le corresponde agudizar sus pesquisas en orden a ofrecer al juzgador los elementos de juicio suficientes para esclarecer si se trata en realidad de un verdadero campesino que habita una región apartada de los lugares de acopio de estupefacientes y un adicto compulsivo que se ve en la necesidad de hacerse a cantidades superiores de lo legalmente permitido para saciar su adicción; o si, por el contrario, se está frente a un argumento disuasorio que pretende deslegitimar subrepticiamente la persecución penal. Allí juega un papel importante la prueba indiciaria y demás informaciones obtenidas a partir de investigaciones de campo como la visita socio familiar y las labores de vecindario. 

Para el caso concreto, además de concluir como no puede hacerse de otra manera, que el hecho es típico y antijurídico, es deber asegurar de nuestra parte que el grado de lesividad al bien jurídico es en verdad relativa, toda vez que el referente de la cantidad y la calidad de la sustancia, que por sí misma nos podrían hacer pensar que la llevaba no para su personal consumo sino para el expendio o suministro, otros datos obnubilan esa inferencia dada la ausencia de antecedentes por similar conducta en el agente, y la falta de información de parte del ente acusador en cuanto a una intencionalidad dirigida a la obtención de otros fines de mayor proclividad. 
En esos términos, ZULUAGA GIRALDO se hará acreedor a la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de prueba de dos (2) años, término durante el cual, por supuesto, deberá demostrar buen comportamiento individual, familiar y social, informar todo cambio de residencia y presentarse ante la autoridad en el instante en que sea requerido. El incumplimiento a esos requisitos le acarreará la revocación del beneficio. Suscríbase el acta compromisoria respectiva, sin lugar a caución prendaria para el efecto.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso en cuanto lo fue de carácter condenatorio, pero lo MODIFICA para imponer como penas principales treinta y cinco (35) meses seis (6) días de prisión y multa por valor de $ 673.790.oo a favor del Consejo Nacional de Estupefacientes. La sanción accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas será por el mismo lapso de la pena privativa de la libertad. Se le concede al justiciable la suspensión condicional de la ejecución de la pena en los términos y por el plazo anunciado en el cuerpo motivo de esta providencia.

Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia del 29 de junio de 2006. Rad. 24529.


� Corte Constitucional, Sentencia T-124 de 1998.


� Corte Constitucional, Sentencia T-049 del primero de febrero de 2007, M. P. Clara Inés Vargas Hernández.
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